RESUMEN DE LAS VULNERACIONES QUE ENCONTRAMOS EN LA SENTENCIA
Se entiende en primer lugar que la Sentencia incurre en falta de motivación y en incongruencia con infracción de las normas procesales por la indefensión que provoca y ello, entre otras cosas, por no resolver todas las cuestiones suscitadas, hacerlo contradictoriamente incurriendo en incongruencia, no motivar sus afirmaciones en relación con la prueba practicada y/o valorarla de forma arbitraria e irrazonable. La Sentencia infringe, por aplicación indebida o inaplicación de los preceptos que se recogen a continuación siendo que se trata de normas infringidas y citadas a lo largo del procedimiento y de la sentencia que se refieren y son determinantes en cuestiones suscitadas como relevantes en la argumentación de esta parte y fallo de la sentencia, como las relativas a la modificación sustancial del Plan Sectorial tras la información pública, así como al sometimiento a información pública con un contenido insuficiente, ausencia de elementos esenciales del procedimiento lo que supone el haber prescindido de la audiencia e información pública necesaria y la consiguiente nulidad o anulabilidad del mismo, modificación operada en el mismo al margen de todo procedimiento establecido,  la desviación de poder, la no justificación del interés público,  valoración ilógica y arbitraria e irrazonable de la prueba alejada de la sana crítica, normas todas ellas y sus concordantes que de haberse aplicado o aplicado debidamente y no infringido hubieran determinado una sentencia o fallo totalmente diferente y favorable a los intereses de esta parte.   

a) Infracción de normas esenciales del procedimiento ley foral 4/2005 y del derecho de información y participación en procesos que afecten al medio ambiente en relación  con la aplicación de la Directiva 2003/35 CE del Parlamento Europeo y del Consejo por la que se establecen medidas para la participación del público en determinados planes y programas relacionados con el medio ambiente que contribuye a la mejora de la aplicación del Convenio de Aarhus, relativo entre otras cosas al derecho a la información medioambiental por parte del público, de Naciones Unidas de 25 de junio de 1998 y ratificado por España en diciembre de 2004, entrando en vigor el 31 de marzo de 2005. Su incorporación al ordenamiento interno en el derecho estatal se hace mediante la Ley 27/2006 de 18 de julio por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente. A tenor de lo establecido en el fundamento segundo de la sentencia, la toma en consideración de estos motivos resultaría determinante del fallo de la misma, provocando la declaración como contrario a derecho del acuerdo impugnado. Se alegaba la aportación a psoteriori de numeroso documentos e informes que no pudieron ser conocidos por la opinión pública, entre ellos una carta de los Promotores propietarios del suelo fuera del plazo de alegaciones que a la postre determinó modificaciones en su favor.

b)Infracción de la Directiva Marco del Agua Europea aprobada en el año 2000 (2000/60/CE) en el Tratado de Ámsterdam, recogiendo las disposiciones ya introducidas por el Tratado de Maastrich de 1992, y más concretamente en su artículo 174. La toma en consideración de la Directiva implica la declaración como contrario a derecho del acuerdo que se impugna. Ni siquiera se establece en el procedimiento de dónde se va a tomar agua para la urbanización prevista o cuál es el volumen de agua necesario para su consumo. Tampoco se contiene documento alguno relativo a las zonas inundables, como es preceptivo.
c) Infracción por incumplimiento de los objetivos de calidad acústica para las nuevas áreas urbanizadas establecidos por el Real Decreto 1367/2007 que desarrolla la Ley del Ruido 37/2003. Su no aplicación significa básicamente el incumplimiento por la vía de hecho de la normativa europea establecido en la Directiva 2002/49/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de junio de 2002, sobre evaluación y gestión del ruido ambiental que establece que  a más tardar el 31 de diciembre de 2008, los Estados miembros deben informar a la Comisión de todas las aglomeraciones de más de 100.000 habitantes y de todos los grandes ejes viarios y ferroviarios presentes en su territorio. Por tanto su inaplicación ha sido determinante en el fallo de la sentencia, dado que de aplicarse correctamente determinaría la declaración como contrario a derecho del acuerdo que se impugna. Ni siquiera se ha contestado por la Sala a nuestra alegación de por qué no se pide el objetivo de ruido legal a la ampliación de la Avenida de Arostegui.
d) Infracción del artículo 25.4 del Texto Refundido de la Ley de Aguas. art. 25 del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio EDL2001/24107 , por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas a)Necesidad de solicitud de informe al Organismo de la Cuenca. Este solicitud de informe es preceptiva, y el mismo debe tomar como base "...lo previsto en la planificación hidráulica y en las planificaciones sectoriales aprobadas por el Gobierno..."; cuando comporten nuevas demandas de recursos hídricos, el informe de la Confederación Hidrográfica se pronunciará expresamente sobre la existencia o inexistencia de recursos suficientes para satisfacer tales demandas. Su toma en consideración determinaría la declaración como contrario a derecho del acuerdo que se impugna. No se contesta por la Sala.
e) Infracción del Real Decreto 9/2005, de 14 de enero por el que se establece la relación de actividades potencialmente contaminantes del suelo y los criterios y estándares para la declaración de suelos contaminados. Su toma en consideración determinaría la declaración como contrario a derecho del acuerdo que se impugna. No se contesta pro la Sala.
f) Infracción de la Directiva 97/11 el art. 5.3 (cuarto inciso) y de la Directiva 85/337 exige que entre la información a remitir, se añada “una exposición de las principales alternativas estudiadas por el promotor y una indicación de las principales razones de su elección, teniendo en cuenta los efectos medioambientales”. Asimismo Infracción del Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos que también recoge la obligación de explicitar alternativas en su actual artículo 6, dado que el promotor no ha expuesto ninguna alternativa al proyecto, y tampoco indica cuales han sido las razones para su elección en detrimento de otras. En este mismo sentido, en los artículos 7 al 12 del RD 1131/88, actualmente vigentes, se establece la necesidad de examinar las distintas alternativas a la hora de describir los proyectos y sus acciones (art 8), al fijar el inventario ambiental y describir las interacciones ecológicas y ambientales claves, realizando un estudio comparativo de la situación ambiental actual y futura, con y sin la actuación derivada del proyecto objeto de la evaluación, para cada alternativa (art 9), también a la hora de identificar y valorar los impactos (art 10), y por último al proponer las medidas protectoras y correctoras, y fijar el programa de vigilancia ambiental, también se establece la obligación de prever las posibles alternativas.(art 11). Infracción de la jurisprudencia al efecto entre otras la Sentencia del Tribunal Supremo Sala 3ª, sec. 5ª, S 15-3-2006, rec. 8394/2002. Pte: Fernández Valverde, Rafael (EL DERECHOEDJ 2006/65446). Su toma en consideración determinaría la declaración como contrario a derecho del acuerdo que se impugna. En este caso la Sala nos dice que es SUSTRAI el que debe plantear alternativas, no el promotor, lo que contradice toda la aplicación de la normativa expuesta.

También infringe la sentencia la Jurisprudencia sentada por numerosas sentencias del Tribunal Supremo en torno a esas cuestiones y que son aplicables para su resolución.

